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Panamá, 17 de agosto de 2016
c-85-16

Señor
Robefo Meana Meléndez
Administrador General
Autoridad Nacional de los Servicios Públicos
E. S, D.

Señor Administrador General:

Tengo a bien dirigirme a usted en ocasión de dar respuesta a su nota DSAN 2012-2016, media¡te la
cual consulta a esta Procuraduría lo siguiente:

(i) ¿Podría la Autoridad de los Servicios Públicos continuar los trámites del Procedimiento de

Adquisición Forzosa de aquellas solicitudes que fueron presentadas con anterioridad a la publicación
de la Sentencia de 4 de mayo de 2015, en la Gaceta Oficial 28,017 de 25 de abril de 2016?

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia ha aclarado que una norma o frase de una ley declarada

inconstitucional elimina dicha frase o norma en cuestión del ordenamiento jurídico y que, por tanto,
dicha norma o frase es nula y no puede ser aplicada aunque estuviese vigente al momento en que se

produjo el hecho. En tal sentido, en fallo de 23 de enero de 2003, la Sala Tercera de lo Contencioso-
Administrativo, señaló:

"La Corte Suprema de Justicia en Pleno, y a taYés de la Sala Tercer4 se ha

referido on llúmclo plural de ocasjones a los electos que plantea la declarato a de

inconstitucionalid¿d total o parcial de una no¡ma legal, ¡eiterando que dicho
pronunc¡añienlo el¡m¡na ls frase o norma en cuestión del ordenamiento
jurídico, Se dice' que Ia norma inconslitucional es nula y no puede ser
aplicsda por cl Jue". aunque estuviesQ Yigente al momento en qüe se produjo
el hecho cuyos efectos se determinan, po¡que aontrario a lo que ocurr€ en los

casos de derogatoria de leyes, la norma declarada inconstitucional c¡r€ce de
ultractividad, por ser nula con efectos generales" (negrilla y subrayado

nuesIfoJ,

(ii) ¿Podrán seguir presentando los concesionarios ante la Autoridad Nacional de los Servicios

Públicos solicitudes de adquisición forzosa de un inmueble, con fundamento en que la frase contenida

en el artículo 125 de la Ley 6 de 1997 , "el benefrciario de la concesión o de la licencia que requiera el

uso forzoso de bienes de propiedad pública o la disposición forzosa de inmuebles de propiedad

privada, para los fines de la concesión o de Ia licencia, debe formular su solicitud al Ente

Regulador...", no fue declarada inconstitucional?

En primer lugar, es pertinente cital lo dispuesto en el arlículo 125 de la Ley 6 de 1997, por la cual se

dicti el marco reguiatorio e institucional para la prestación del servicio público de electricidad, que

corresponde al articulo 120 del Texto Unico el cual es del siguiente tenor'
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"Aniculo 120. Adquisición forzosa" Si el acuerdo directo o la diligencia a que se

refi€re el a¡tlculo anterior fallá¡e, cor¡esponde al Ente Regulador autorizar el uso,

la adouisición forzos¡ e imponor las servidumbres forzosas, lo cual se tramita¡á y
resolverá úricamentc conforme a las disposiciones de esta ley y lo que disponga
el reglamento (Lo subrayado fue declarado irconst¡tucionai)".

En la sentencia de 4 de mayo de 2015, el Pleno de la Corte Suprema de Justicia señaló, sobre la
participación de la Autoridad de los Servicios Públicos en el t¡ámite de adquisición forzosa, lo
sizuiente:

Aquf no se trata de constreñir I¡ participación del Ente Regulador (hoy
Autor¡dad de los Seryicios Públicos) en el hámite de adquisición folzosa de

bienes que, por motivos de utilidad públic4 sean necesarios ocupar para

desa¡rollar la adecuada prestación del servicio público de elect¡icidad De hecho

su intervención r€sult¡ necesaria pqra promover el respectivo proceso de

erpropiación, Sin embargo, atendiendo.los lineamieritos constitucionales, esa

injerencia no se extielde a los de auto¡iza], confola¡ y resolver el juicio de

expropiación, ya que se trata de una actividad señalada pa¡a la autoridad
jurisdiccional. Asi, lo ha establecido consistentemelte este Tribunal
Constitucional, tal como se dejó consiglado con los extractos jurisprudenciales

citados en pá¡rafos prec€dentes.

EIr este caso, las Aases cuestioladas no le otorgan a la autoridad administrativa
facultad d€ disposición o solución del proceso de adquisición forzosa de bienes.

La regulación leg¡l precisa la participación del Ente Regul¡dor (hoy
Autoridad de los Servicios Pt¡blicos)' en Ia cxclusiva actividad de recibir la
solicitud de rdquisic¡ón que hagr el concesionsrio del servicio pliblico; siendo

una función que no riñe con el hámite constitucional de expropiación, y que

incluso con$tituye una p¿rticipación legftimo en €stos casos, pues el

p¡ocedimiento de expropiar o adquirir forzosamente un bien por razones de

utilidad públic4 exige que ¡nicie, püa somcterlo a la decisión dc u¡ proceso

jurisdiccional, con la ¡ntervenc¡ón del Estado, representado por el ente,

organismo o institución pública relac¡onada con Ia materia qüe da origen 3l

trámite de la expropiación, y resulta que et¡ asufitos de prestación de

servicios públicos, esa ent¡dsd recae en la r€presentación del Ente Regulador
(hoy Autoridad de los Servicios Ptlblicos).

D€ hecho el desa¡rollo legislativo de las funciones asignadas al Ente Regulador
(hoy Aqtoridad de los Servic¡os Públ¡cos), indican con diafanidsd la capacidad
jurídica adjudicada a la institución pa¡a interveni¡ erl procesos de expropiación,
prccisamente en términos que expresan las frases impugnadas- Asf se desprende,

al consuttar el texto del numeral 17 del artículo ?0 del Decreto Ejecut¡vo No

143 de 29 de septiembre de 2006 "Por el cual se adopta el Texto Uüico de la Ley
26 de 29 de enero de 1996, adicionada y modificada por el Decreto Ley l0 de 22

de febrcro de 2006" de conformidad con el cual, la hoy Autoridad,de los

Servicios Público¡ tiene como función o atribuÉión recomendar al Organo
Ejecutivo las expropiaciones qu€ sean necesari$ para la prestación de los

servicios públicos, cuando sea viable de acuerdo a lai normas
constitucionales y legalgs v¡gentes.

Considerando que la hoy Autoridad de los Servicios Públicos t¡ene facultrdes
legales para rializar ricomendac¡ones al Órgano Ejecut¡vo en temas de

expropiación y que las frases cuestion¡dss del ¿rtlculo 126 no le otorgan a

est¡ llstitücióD PúbliÉ facültades pata decidir el proceso de erpropiaeión'
sino quo consigna gestiones ordinarias para únicamente, informar y conocer que

hay una necesidad pública de adqui¡ir un inmueble de ma[€ra forzosa pa¡a la

adicuada instalación del servicio de elgctricidad, lo que resulta acorde con el

tnámite inicial de la expropiación, el Pleno concluye que las frases examinadas no

cont¡avienen la Constitución PolÍtica" (El subrayado €s nuesho).



En consecuencia de lo anterior, los concesionarios podrrín seguir presentando ante Ia Autoridad
Nacional de los Servicios Pí¡blicos las solicitudes de adquisición forzosa de inmuebles, no obstante, ya
no tendrá dicha institución facultad de disposición o solución del proceso de adquisición for¿osa de

bienes, pero sí recibirá la solicitud de adquisición que haga el concesionario del servicio público'
siendo una función que no riñe con el trámite constitucional de expropiación.

(iii) ¿La recomendación de expropiacíón podríamos hacerla a favor del concesionario o licenciatario o
necesariamente debe ser a favor del Minisferio de Economía y Finanzas?

El artículo 119 del Texto Único de la Ley 6 de 1997, antes citada, establece la adquisición por acuerdo

e indica que cuando se trate de bienes particulares, el beneficiario de la concesión o de la licencia
deberá gestionar directamente con el propietario la adquisición volunta¡ia o la constitución de Ia
servidumbre sobre dichos bienes

De igual forma, en caso de que las parúes involucradas no lleguen a un acuerdo, el beneficiario de la
concesión o de la licencia que requiera el uso forzoso de bienes de propiedad pública, o la disposición

forzosa de inrnuebles de propiedad privada, para fines de la concesión o de la licencia, formulará su

solicitud al Ente Regulador (hoy Autoridad de los Servicios Públicos), lo que iniciará un
procedimiento administrativo de conformidad con el artículo 121 y siguientes del Texto Unico de la
Ley 6 de 1,997; el cual culminará en la Autoridad de los Servicios Públicos con la recomendación que

dicha institución hará al Órgano Ejecutivo, la cual contendrá el nombre del beneficiario de la
concesión y se procederá de conformidad con el procedimíento de expropiación establecido en Ios

artículos 1913 y siguientes del Código Judicial.

(iv) ¿Ante ta solicitud de adquisición forzosa de un inmueble, con fundamento on el artículo 126 de la

Ley 6 de 1997 (articulo 121 del Texto Unico de la Ley 6 de 1997), podríamos emitir un acto

administrativo de admisión o previo a dicha admisión se deberá remitir comunicación al Organo
Ejecutivo, a fin de que se tome una decisión con respecto a la solicitud?

El artículo l2l del Texto Único de la Ley 6 de 1997, es del siguiente tenor:

"Artículo l2l. Procedimiento. El beneficiario de la concesión o de Ia licencia que

requiera el uso forzoso de bienes de propiedad pública" o la disposición fozosa de

inmuebles de propiedad givad4 pam los fines de la concesión o de la licenci4
formulará su solicitr¡d al Énte Regulador, indicando la naturaleza, ubicaoión y
detalles del área de t€reno requerida que permitan su debida identificación, el

flomb¡€ del propieta¡io o propieta¡ios del inmueble o i¡mu€bles, las

const¡ucciones que deba efectuar, acompañada de los conespondientes pla¡os y
memorandos descriptivos".

Sobre este artículo el Pleno de la Corte Suprema de Justicia señaló en la mencionada sentencia de 4 de

mayo de 2015:

"El aiiculo 126 ¡egula lo conce¡nient€ at procedimiento que se debe verificar, en

el evento que el beneliciario de Ia concesión del serv¡c¡o público, reqüiera el

uso o la disposición forzosa de bienes inmuebles. Conc¡et¿mente, las fras€s

censu¡adas aluden al t¡ámite de fo¡mula¡ esa petición de disposición fo¡zosa dc

irmueblcs de p¡opiodad privad4 ante el Ente Regulador (hoy Auto¡idad de los

Servicios Pf¡blicos).

A juicio del pleno de ls Corte, tal regulación no presenta vicios de ¡rfracción
constitucionsl.
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Como se precisó con ant€rio¡idad, al examinar la legitimidad constitucional de las

fases contenidas €ri el artlculo 125, la particípación del ente Regulador (hoy
Autoridad de los Se¡vicios Públicos) en el bámite de adquirir fo¡zosamente un
inmueble o expropiarlo por ¡azones de utiljdad públic4 no implica infraccior¡es a

la Carta Fundamental, siempre que no intervenga en ¡ccion€c dir¡g¡das a
sustanci¡r o decidir la gest¡ón propuestr (el subrayado es nuest¡o)".

Cabe señalar, que el Pleno de la Corte Suprema de Justicia, en la Sentencia de 4 de mayo de 2015,

indicé que se desprende del texto del numeral 17 del artículo 20 del Decreto Ejecutivo N' 143 de 29

de septiembre de 2006 "Por el cual se adopta el Texto Unico de la Ley 26 de 29 do enoro de 1996,

adicionada y modificada por el Decreto Ley 10 de 22 de febrero de 2006", la atribución de la
Autoridad de los Servicios Públicos de recomenda¡ al Organo Ejecutivo las expropiaciones que sean

necesarias para la prestación de los servicios públicos, cuando sea viable de acuerdo a las normas

constitucionales y legales vigentes.

En atención a lo anterio¡ este Despacho considera que el trámite contemplado en la Título VI, sobre

Uso y Adquisición de Inmuebles y Servidumbres del Texto Unico de la Ley 6 de 1997, se encuentra

vigente, salvo la frase declarada inconstitucional en el artículo 125 y las correspondientes en el

artículo 130 de dicha Ley (artículos 120 y 125 del Texto Único), en consecuencia, ante la solicitud de

adquisición forzosa de un inmueble, la institucíón admitirá o no la solicitud, y luego de cumplido todo

el procedimiento establesido en la Ley y su reglamento, dicha entidad emitirá una resolución que

contendrá su recomendación de expropiación al Organo Ejecutivo, informando que hay una necesidad

pública de adquirir un inmueble de manera forzosa para la prestación del servicio de electricidad, el

cual sená el trámite inicial de la expropiación y el cual deberá proseguir de conformidad con los

artículos 19i3 y siguíentes del Código Judicial.

(v) Independientemefite de a quién el órgano Ejecutivo recomiende la expropiación, sería viable que

Ia empresa concesionaria solicite en venta el bien inmueble expropiado bajo la premisa que no ha sido

declarado inconstitucional el que las concesione$ otofgadas para el €jercicio de cualquiera de las

actividades destinadas al servicio público de electricidad gocen de los derechos de uso, adquisición y
servidumbre (Artículo 1 l8 del Texto Unico de la Ley 6 de febrero de 1997)'

Le reiteramos que este Despacho considera que el triimite contemplado en la Título VI, Sobre Uso y
Adquisición de Inmuebles y Servidumbres del Texto Único de la Ley 6 de 1997, se encuentra vigente,

salvo las excepciones que ftreron declaradas inconstitucionales, en consecuencía, en el evento que no

exista acuerdo para la adquisición del bien entre el beneficiario de la concesión y el propietario
del inmueble, diberá entonces iniciarse con el procedimiento para el uso forzoso de inmuebles de

propiedad privada y deberá cumplirse con Ia formalidad establecida en el artículo 48 de la
bonstitución Política, que señala que por motivos de utilidad pública o de interés social definidos en la

Ley, puede haber expropiación mediante juicio especial e indem¡ización y estarán sujetos a este

tnímite constitucional, tanto las solicitudes de uso y constitución de servidumbre, las cuales implican

que el titular del bien vea menoscabado el ejercicio de su derecho a la propiedad, constituyéndose en

ún acto restrictivo del dominio total del bien; así como también, las solicitudes de adquisición de

bienes inmuebles.

Sobre la terminología utilizada en Ia Ley para identificar la acción' el Pleno de la Corte Suprema de

Justicia señaló, en la mencionada sentencia de 4 de mayo de 2015, lo siguiente:

" Independientemente de la terminología utilizada en la Ley para ideltifica¡ ]a

acción; siempre que la actilidad nomalizada persiga concrctal el propósito de

disponer o despojal un bien inmueble a un particula¡, po¡ razón de utilidad pública

o intefés social, se debe necesaliamente acudir a consideración del régimen de

propiedad privada y de la expropiación consagrada en Ia carta Magna. No es Ia



terminología que emplea el texto cuestionado, el que indica cuál es el control
constitucional al que se deba sujetar €l tÍámite establecido; es el ex¡men de la
naturaleza jurfdica e identificac¡ón de la finálidad y función de dicho trámite,
actividad, régimen o p¡ocedimiento, lo que debe observa¡se para determinaf
cuáes son los criterios, principios o reglas a los que debe someterse el t¡ámite
cuestionado, en aras de determina¡ si resulta o no ajustado al texto constitucional

En sfnt€sis, la comprobada identidad de accióo y efecto cntro las fórmulas de

adqui¡ir 'forzosame[te u.n bien" y "expropiarlo", motivan a este pleno a colegir
que el analizado trámite d€ "adquisición" establecido en el examinado a¡ticulo
125, debe estar sometido al coritrol constitucional y a la regulación expresa que

con relación a las ñguras de la propiedad privada y la expropiación, sistematizan
los ¡rtlculos 47 y 48 de la Carta Polltical y evidentem€nte, la facultad legal

co¡signada a favor del Ente Rcgulador como auto¡idad encargada de ap¡obar o

autorizar adquisiciones fo¡zosas de bienes inmuebles, no sigue estos parámetros
constitucionales".

Hago propicia la oportunidad para reiterarles las muestras de mi consideración y aprecio.

Atentamente,

egro
Procurador de la Administración

RGM/


